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Derechos:

Trabajo, seguridad social, mínimo vital, salud e igualdad
ASUNTO
Asume la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve la ciudadana Yamile Moncada Galeano contra la Fiscalía General de la Nación y la Comisión Nacional de Administración de Carrera del mismo organismo, para deprecar el amparo de sus derechos fundamentales presuntamente vulnerados con la conducta de las demandadas.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

Refiere la accionante que se presentó a la convocatoria realizada por la Fiscalía General de la Nación para el cargo de Asistente Judicial IV y seleccionó como opción de sede la seccional de Pereira al momento de su inscripción, obtuvo el puntaje necesario, fue nombrada mediante resolución 01333 del 17 de junio pasado para la dirección seccional de Medellín, pero en consideración a la ubicación de su entorno familiar, su vecindad y el ser madre soltera, no está en condiciones de aceptar tal nombramiento porque económicamente no le era viable, lo cual hizo saber al momento de declinar dicha designación.
Señala que en la Seccional de Pereira existen vacantes en cargos para el que concursó, pese a lo cual su nombramiento no se hizo para esta ciudad y ante su no aceptación se le anuncia la revocatoria del nombramiento y la exclusión de la lista de elegibles.
Pretende en conclusión, el amparo de sus derechos a la igualdad, al acceso y permanencia en cargo público y al debido proceso, para lo cual solicita se revoque su exclusión de la lista de elegibles y se ordene su nombramiento en esta ciudad en el cargo para el cual aprobó el concurso.

La actuación.
Se allegó con la demanda copia de la resolución 0-1333 del 17 de junio de 2010, mediante la cual el Fiscal General de la Nación efectuó nombramientos en periodo de prueba para el cargo de Asistente Judicial IV en las Seccionales del país, incluida la designación de Yamile Moncada Galeano.
Igualmente del escrito del 16  junio de 2010 signado por la accionante por el cual manifiesta su no aceptación del cargo, con exposición de los motivos para ello y solicita sea designada en igual cargo en la Seccional de Pereira.

Copia de la resolución 0-1898 del 23 de agosto último, por la cual se revoca entre otros, el nombramiento efectuado en periodo de prueba a la señora Moncada Galeano.
Oficio 3294 del 6 de septiembre pasado, por el cual se informa a la señora Yamile Moncada que la planta de personal de la Fiscalía es global, flexible y su designación atiende criterios de contingencia, por lo que el no haber aceptado conllevó a la revocatoria de su nombramiento en la Seccional de Medellín e implica su retiro de la lista de elegibles, por lo que se le pide acredite las razones de fuerza mayor o caso fortuito que le impidieron aceptar tal designación.
Admitida la demanda y comunicada a los organismos accionados, se pronunció la representante jurídica de la Fiscalía para significar que la actora no argumenta las razones para que la entidad haya desconocido los derechos fundamentales que aduce y se limita a narrar unos hechos, por lo que solicita declarar su improcedencia.
Señaló que la actora cuenta con el procedimiento judicial de defensa como lo es promover una acción de nulidad y restablecimiento del derecho y nuevamente argumenta que el haber revocado su nombramiento y el ser madre soltera, no implica perjuicio irremediable, ni requiere de medidas urgentes.
Agregó que la señora Yamile Moncada renunció en forma libre y voluntaria al cargo para el cual aspiró y que su nombramiento efectuado en la ciudad de Medellín se hizo acorde con lo previsto en el artículo 30 de la Ley 270 de 1996, en armonía con el 11 de la Ley 938 de 2004 y además las convocatorias se realizaron a nivel nacional y no seccional.
Por último indicó que todas las decisiones le han sido notificadas debidamente y se le informó el procedimiento a seguir para no ser excluida del registro de elegibles, pero diferente es que no haya aducido razones de fuerza mayor para ello, por lo que no se le han vulnerado sus derechos fundamentales.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

Se cuestiona por esta vía la actuación del Fiscal General de la Nación y de la Comisión de Carrera de la misma entidad al adoptar la primer entidad las Resoluciones 0-1333 y 0-1898 de fechas 17 de junio y 23 de agosto de 2010, mediante las cuales efectuó entre otros, el nombramiento en periodo de prueba de Yamile Moncada Galeano para el cargo de Asistente Judicial IV y su posterior revocatoria por la no aceptación del mismo, así como su posible exclusión del registro nacional de elegibles para empleos de carrera en dicha entidad, dentro del cual se halla inscrita.
SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para propender por la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
El tema obligado a estudiar como prolegómenos, no es otro que el de carrera en la Fiscalía General de la Nación, por cuanto con ocasión de la misma devino tanto el nombramiento en periodo de prueba, como su posterior revocatoria por virtud de la no aceptación que motivadamente expuso ante el nominador.
En tal sentido la jurisprudencia ha sido reiterativa y constante en precisar el alcance de los derechos que se adquieren a través de ella, obsérvese:
“Con base en el artículo 5º transitorio de la Constitución se expidió el Decreto 2699 de 1991, “por el cual se expide el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación”, en el cual se estableció el régimen de carrera para esa entidad.
“Posteriormente, se dictó el Decreto Extraordinario 261 de 2000, “por el cual se modifica la estructura de la Fiscalía General de la Nación y se dictan otras disposiciones”, y se refirió en su Título VI al régimen de carrera de la institución. Más tarde, tanto este decreto, como el Decreto 2699 de 1991 fueron derogados por la Ley 938 de 2004, “por la cual se expide el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación”, cuyos Títulos V y VI tratan, respectivamente, sobre la administración de personal y el régimen de carrera de la entidad. 
“(…)

“Luego, la Sentencia C-279 del 18 de abril de 2007 la Corte, después de referirse a la Sentencia T-131 del 17 de febrero de 2005, declaró la exequibilidad del inciso primero del  artículo 70 de la Ley 938 de 2004, “en el entendido de que a más tardar el 31 de diciembre de 2008 la Fiscalía General de la Nación deberá haber culminado la aplicación del sistema de carrera mediante los concursos públicos de mérito correspondientes.”
“El artículo 59 de la ley 938 de 2004, clasificó los tipos de empleos en la Fiscalía General de la Nación, como de carrera o de libre nombramiento y remoción. En cuanto al régimen especial de carrera de la Fiscalía el artículo 60 dispuso la “Estructura institucional del régimen de carrera”. Allí se estableció que la Fiscalía General de la Nación tiene su propio régimen de carrera el cual es administrado y reglamentado en forma autónoma, sujeto a los principios del concurso de méritos y calificación del desempeño. Además, estableció que su administración y reglamentación le corresponde a la Comisión Nacional de Administración de la Carrera de la Fiscalía.

“Ahora bien, la Corte ha considerado, que el régimen de carrera encuentra su fundamento en tres objetivos básicos: 1) El óptimo funcionamiento en el servicio público, desarrollado en condiciones de igualdad, eficiencia, eficacia, imparcialidad y moralidad; 2) Para garantizar el ejercicio del derecho al acceso y al desempeño de funciones y cargos públicos; y 3) Para proteger y respetar los derechos subjetivos de los trabajadores al servicio de Estado, originados en el principio de estabilidad en el empleo”. 

A renglón seguido, señala la Corte que la omisión al no cubrir los cargos en vacancia o provisionales mediante el nombramiento con fundamento en la lista de elegibles, vulnera el derecho del ciudadano a acceder a cargo público en condiciones de igualdad.
“(…)

“La jurisprudencia constitucional destaca que los procesos de selección se orientan a mejorar la calidad de la función pública, seleccionando a los mejores para desempeñarla, con base en el criterio del mérito. Así se garantiza que al Estado se vinculen personas competentes y con suficientes cualidades para ocupar los cargos en aras del mejor cumplimiento de los fines del Estado. Además, deben respetarse, entre otros, los criterios de publicidad, la transparencia, la participación en condiciones de igualdad y la máxima objetividad al momento de la evaluación. 

“(…)
“En el caso del régimen de carrera de la Fiscalía General de la Nación, establece  en su artículo 60 y siguientes, un sistema de ingreso que comprende las siguientes etapas: proceso de selección, convocatoria, lista de candidatos, concurso de mérito, registro de elegibles, provisión de cargos, período de prueba, nombramiento en propiedad y por último la inscripción en carrera.

“De conformidad con la anterior jurisprudencia, la entidad estatal que convoca a un concurso abierto con la finalidad de escoger a una o varias personas para suplir uno o varios cargos de su planta, debe respetar las reglas que ella misma ha diseñado y a las cuales deben someterse los participantes. Por ello, desconocer el riguroso orden que se impone cuando, agotadas todas las etapas de selección, surgen nuevos elementos que a juicio de la entidad son valederos o justificables, pero que a la postre resultan dilatorios más aún cuando son varios los cargos a proveer, equivale a quebrantar unilateralmente las bases de dicha convocatoria y defraudar, no sólo a quien ha superado satisfactoriamente todas las pruebas, sino también, a frustrar la confianza que se tiene respecto de la institución que actúa de esta manera, asaltando en su buena fe a los participantes”.
 
Las decisiones que sobre el sistema de carrera en el interior de la Fiscalía se han proferido por el máximo juez constitucional, tienen un carácter vinculante y debe dárseles plena observancia y acatamiento, porque son el resultado de la interpretación de la Carta Política como norma de normas, de suerte que adoptar una decisión en contrario sería desatender preceptos superiores.

Síntesis de la presente acción, es la pretensión de la señora Yamile Moncada Galeano, para que no sea excluida del registro de elegibles para cargos de carrera en la Fiscalía General de la Nación y que adicionalmente, se le nombre en el cargo de Asistente Judicial Grado IV en la Dirección Seccional de Pereira, para el cual concursó.

Los fundamentos fácticos los hizo consistir la actora en que si bien fue designada en dicho empleo para ser ocupado en la Seccional de Medellín, aspectos inherentes a su arraigo familiar en Pereira, como el ser madre soltera, la manutención de su menor hija, el aumento de los gastos que ocasionaría su desplazamiento hasta esa ciudad y encontrarse estudiando en la Universidad Libre de Pereira, hacen inviable tal aceptación y asegura que en esta ciudad, existen las vacantes en cargo de igual categoría.

Descendiendo al caso concreto, no aprecia la Colegiatura que efectivamente a la actora se le esté vulnerando el derecho a ser incorporada al sistema de carrera en la Fiscalía General de la Nación, porque este paso ya fue dado por la entidad y efectivamente se trata de una planta de personal global y flexible, situación que se dio a conocer en las convocatorias, no siendo posible que se permitiera durante el proceso de selección determinar una opción de sede para su vinculación.
Acreditado se encuentra que mediante escrito del 16 de julio del año en curso la señora Moncada Galeano manifestó que declinaba el nombramiento, adujo las razones para ello y solicitó en forma enfática no ser excluida de las lista de elegibles, con la exposición de los motivos de orden personal que la llevaron a no aceptar su ubicación en la ciudad de Medellín.
A este escrito se le dio respuesta mediante oficio 3231 del 30 de agosto, en el cual la entidad señala que su planta de personal es global acorde con la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, cumple labores a nivel nacional y que se debe tener vocación de movilidad de acuerdo con las necesidades del servicio, de manera que es el Fiscal General de la Nación quien determina su ubicación laboral y que en la ciudad de Pereira no existe la vacante.
Luego se le remite nuevo oficio el 6 de septiembre siguiente para informarle adicionalmente que debía acreditar las razones de fuerza mayor o caso fortuito que le impidieron aceptar el nombramiento, para decidir su exclusión o permanencia en el registro de elegibles.
Finalmente se le notifica que por resolución 0-1898 se revocó su designación en periodo de prueba en el cargo de asistente judicial IV de la planta global de la Fiscalía, para la Dirección Seccional de Medellín.

Sin embargo, no obra un documento oficial, un acto administrativo o siquiera notificación mediante la cual se informe a la ciudadana Moncada Galeano que le ha sido resuelta su solicitud de no ser excluida del registro de elegibles, tampoco se ha pronunciado la entidad respecto de las posibles vacantes que se presentan en la ciudad de Pereira, como lo pretende la actora.
El derecho de petición, como lo ha reiterado la jurisprudencia, tiene unas características especiales en tanto que para su satisfacción debe la autoridad pública pronunciarse de tal manera que esté acorde con el planteamiento del petente y guarde consonancia con las normas de derecho que se exponen.
Entre otros tantos pronunciamientos de las Altas Cortes, se ha precisado lo siguiente:
“Importa recordar que ciertamente el derecho de petición tiene raigambre constitucional fundamental, como se infiere de lo previsto en el artículo 23 de la Constitución Política y, se sabe, entraña la facultad de obtener una respuesta emitida en condiciones idóneas que permitan su conocimiento por parte del peticionario, por lo que el contenido de la misma deberá ser adecuado, es decir, que guarde correspondencia con lo solicitado, sin que el pronunciamiento conlleve, necesariamente, una respuesta favorable; desde luego, el mismo se contrae a que la petición se tramite y resuelva oportunamente”.
 
En tal medida no se advierte que el señor Fiscal General de la Nación ni la Comisión de Administración de Carrera de la misma entidad, hayan procedido a resolver en forma adecuada y de fondo la petición que ha planteado la señora Moncada Galeano mediante el escrito de 16 de julio último, porque con toda claridad expresó los motivos de orden personal con la finalidad de solicitar que no se le excluya del registro de elegibles y que en cambio se le designe en el cargo para el cual aprobó el concurso, en la ciudad de Pereira, donde –según su manifestación- existen vacantes.
Corresponde a la Fiscalía acreditar o desvirtuar los supuestos de hecho en que se ha fundamentado esta petición, de tal suerte que se requiere de acto administrativo que defina su continuidad como elegible para su ingreso a la Fiscalía General de la Nación. Una vez se produzca este pronunciamiento sí podría aceptarse la tesis expuesta por la representante judicial de la demandada, en el sentido que cuenta con otros medios de defensa judicial, como lo sería la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.
No es posible que sin existir el acto administrativo que la desvincule del listado de elegibles, pueda proceder a demandarlo porque no se ha satisfecho su derecho fundamental de petición. Recuérdese que en tres comunicaciones diversas la Fiscalía le ha hecho saber que se revocó su nombramiento en periodo de prueba, pero no se le ha indicado con claridad su exclusión del grupo de elegibles, tampoco las razones para ello y menos aún la exposición de motivos para haber desestimado su planteamiento.

En esta medida la Colegiatura observa que se debe proteger el derecho de petición que le asiste a la señora Moncada Galeano respecto de su escrito dirigido al señor Fiscal General de la Nación el 16 de julio de 2010, con el cual pide no ser excluida del registro de elegibles y adicionalmente que se le nombre en la Dirección Seccional de Pereira, donde se presentan vacantes para el cargo en el que se encuentra clasificada.
No encuentra la Sala que los derechos al debido proceso, de igualdad o de acceso y permanencia en cargo público se le estén desconociendo a la tutelante, porque en este caso particular la Fiscalía ha actuado dentro de los parámetros legales, toda vez que le hizo un nombramiento que fue por ella declinado aduciendo razones de orden personal, sin que por vía de tutela pueda imponerse su designación, ya que al haber tenido lugar tal acto, sigue entonces la respuesta a su petición.
No se advierte que la Comisión de Carrera de la Fiscalía esté afectando algún derecho fundamental de la demandante como sí el señor Fiscal viene transgrediendo el de petición cuya protección se impone por esta vía, por lo que respecto del organismo indicado –la comisión- no habrá de impartirse orden alguna.
DECISIÓN

En virtud de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Tutelar el derecho fundamental de petición vulnerado por la Fiscalía General de la Nación a la ciudadana Yamile Moncada Galeano y en consecuencia ordenar a dicha institución que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, proporcione a la actora una respuesta de fondo, clara y sustentada a su escrito de fecha 16 de julio de 2010.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
   JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
 


   Secretario
� Sentencia T-858 del 26 de noviembre de 2009 M.P. Nilson Pinilla Pinilla.


� Sala Sexta de Revisión – Sentencia T-843 de 24 de noviembre de 2009 – MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Radicación 28765, Sentencia de 29 de junio de 2010, M.P. Luis Javier Osorio López.
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